
Señor
JUEZ
Juzgado Treinta y Tres Civil del Circuito de Bogotá, D.C.
ccto33bt@cendoj.ramajudicial.gov.co

REFERENCIA: PROCESO No. 110012103033201800029000
ASUNTO: RECURSO DE REPOSICION Y EN SUBSIDIO DE

APELACION CONTRA EL AUTO DE FECHA 23 DE
FEBRERO DE 2023 - VERBAL DE RESTITUCION DE
TENENCIA 2018 - 00290

Respetado señor Juez;

MILTON REYES REYES, Abogado en ejercicio, portador de la Tarjeta Profesional
número 329806 del Consejo Superior de la Judicatura, e identificado con cedula
de ciudadanía número 19070819 de Bogotá, obrando como apoderado judicial del
señor Gustavo Zafra Reyes, identificado con cedula de ciudadanía número
13957242 de Vélez-Santander, quien para los efectos del presente proceso obra
como tercero civilmente responsable, me permito entablar el asunto de la
referencia con base en sus:

CONSIDERACIONES

“Advierte el Despacho, que el dia 25 de febrero de 2019 este Despacho
profirió sentencia dentro del presente asunto declarando el
incumplimiento del contrato de arrendamiento por parte del señor
URIEL MORA URREA, la terminación del mismo y ordeno hacer la entrega
real y material del bien inmueble objeto del contrato de leasing.” (negrillas
mías)

…” para que la transacción produzca efectos procesales deberá solicitarse
por quienes la hayan celebrado, dirigida al Juez o Tribunal que conozca del
proceso o de la respectiva actuación posterior a este, según fuere el caso,
precisando sus alcances o acompañando el documento que la contenga.
Dicha solicitud podra presentarla cualquiera de las partes, acompañando el
documento de transacción, en este caso se dará traslado del escrito a las
otras partes por tres (3) días…”

“Como quiera que el señor Gustavo Zafra Reyes, quien se denominó
“tercero civilmente responsable” no fue ni es parte en el proceso, no es
dable reconocerle personería apoderado judicial para que solicite la
terminación del proceso por pago total de la obligación, se archive el



proceso y se ordene al Juzgado comitente suspender la diligencia de
entrega del bien inmueble objeto del proceso.”

El artículo 278 del C.G.P. manifiesta: Son sentencias las que deciden sobre las
pretensiones de la demanda, las excepciones de mérito, cualquiera que fuere la
instancia en que se pronuncien……

Por lo anterior se entiende ejecutoriada una sentencia, desde que se notifique el
decreto que la mande cumplir, más aún si esta no fue apelada en su oportunidad
por la parte demandada y si esta no ejerció los medios legales para oponerse en
su debida oportunidad en la práctica de las diligencias de restitución del inmueble.

Así mismo, me permito trascribir el correo recibido por parte del Banco de
Colombia, donde envían a su despacho la documentación requerida para la
terminación del proceso y coadyuvan el escrito por mi presentado objeto del
presente recurso:

“Al respecto debo manifestar señor Juez que, mi mandante BANCOLOMBIA
SA, mediante correo electrónico de fecha 31 de enero de 2023, radicó el
Contrato de Transacción suscrita por su representante legal judicial, Doctor
Manuel Velandia Pantoja, desde el correo electrónico de notificación judicial
para su debido trámite, del cual anexo imagen del comprobante de
radicación. No está por demás anotar señor Juez que, según consta en la
página web de la rama judicial se observa que el apoderado de la parte
demandada, doctor Milton Reyes, radicó memorial con solicitud de
terminación, de la cual desconocemos su contenido, ya que no fue remitida
copia a la suscrita. En este sentido, de conformidad con lo dispuesto en
el artículo antes mencionado, manifiesto señor Juez que coadyuvo
dicha solicitud, por lo cual, solicito amablemente, se sirva correr traslado
al contrato de transacción y posteriormente se dé efecto a la transacción
por parte del señor Juez (negrillas mías) .

Por lo anterior la coadyuvancia se puede ejercer por una persona que tenga una
relación sustancial con una de las partes, a la cual no se le extenderán los efectos
jurídicos de la sentencia, pero podrá verse afectada si dicha parte es vencida

Así mismo al Juzgado comitente: “En virtud de lo anterior, solicito
amablemente, se sirva realizar la devolución del Despacho Comisorio No.
019-0060 sin diligenciar, al Juzgado 33 civil del circuito de Bogotá D.C, cuyo
correo electrónico es ccto33bt@cendoj.ramajudicial.gov.co En efecto de lo
anterior, se pone a disposición de su despacho la dirección de correo
electrónico. como inscrita en el registro nacional de abogados, para que se
sirvan enviar copia del correo electrónico mediante el cual se hace la



devolución del despacho comisorio, a fin de hacer el respectivo
seguimiento.”

.

Ahora en cuanto a mi poderdante señor Gustavo Zafra Reyes, es preciso
manifestar a Usted señor Juez, que el Banco le requirió la documentación
necesaria para su estudio de la provisión de fondos y por consiguiente una vez
evaluado el origen de sus ingresos, le ordeno el deposito en una cuenta
provisional del Banco de Colombia, como pago total de la obligación, documentos
que también se han anexado al proceso y son de su conocimiento, a continuación
el correo enviado con los documentos requeridos: .

“De acuerdo con las directrices, recibidas telefónicamente, me permito
anexar los siguientes documentos, referente a la provisión de recursos,
para el pago de lo ofertado y consecuentemente la autorización para
transferir los derechos reales:

1º.- Certificado Cámara de Comercio de Bogotá
2º.- Fotocopia cedula de ciudadanía
3º.- Certificación expedida por Contadora publica
4º.- Fotocopia Tarjeta Profesional de la Contadora
5º.- Fotocopia cedula de ciudadanía de la contadora

OTROS ASPECTOS QUE SON RELEVANTES PARA DETERMINAR LA BUENA
FE EXENTA DE CULPA POR PARTE DE MI PODERDANTE SEÑOR GUSTAVO

ZAFRA REYES

1º.- Estamos hablando de unos bienes inmuebles de propiedad real del Banco
de Colombia

2º.- Estos inmuebles pasan a disposición del Banco, teniendo en cuenta que se
encontraban en arrendamiento y el arrendatario no cumplió con las
obligaciones contraídas, ya que se encuentra incurso en un proceso de
extinción de dominio de todos sus bienes inmuebles, sociedades
comerciales, y otros, adelantado por la Fiscalía 35 especializada de
extinción de dominio y trasladado para lo de su competencia al juzgado
Tercero Penal Especializado de Extinción de Dominio, con el Radicado:
2022-034-3 (E.D. 201700064)

3º.- Por lo anterior La extinción de dominio es una consecuencia patrimonial
de actividades ilícitas consistente en la declaración de titularidad a favor del
Estado, de los bienes patrimoniales que pasan a ser propiedad del Estado,



por sentencia de autoridad judicial, sin contraprestación, ni compensación
de naturaleza alguna. Motiva lo anterior no poder adquirir propiedades,
porque de lo contrario pasarían a órdenes de la Fiscalía 35 Especializada
de Extinción de Dominio.

4º.- “De hecho, fue por esta razón que originalmente el artículo 33 de la
Ley 333 de 1996 estableció que “la extinción del dominio se
declarará, cualquiera sea la época de la adquisición o
destinación ilícita de los bienes o derechos, aun tratándose de
situaciones jurídicas existentes con anterioridad a la vigencia de
esta Ley, siempre que dicha adquisición o destinación ilícita de
los bienes o derechos haya sido realizada con posterioridad a la
existencia de los delitos que dan lugar a esta medida de
extinción, así la legislación haya modificado o modifique la
denominación jurídica, sin perjuicio del término de prescripción de
que trata el artículo 9º de esta Ley” (negrillas y subrayas fuera del
texto original) (EXTINCION DEL DERECHO DE DOMINIO EN
COLOMBIA Nuevo Código de Extinción de Dominio colombiano
Coordinador Académico: Wilson Alejandro Martínez Sánchez)
(negrillas mías)

5º.- Mi poderdante señor Gustavo Zafra Reyes, obrando como tercero de buena
fe ha probado que es calificado, es decir, que tiene la carga probatoria para
demostrar que hizo todo lo que estaba a su alcance para cerciorarse de la
procedencia aparentemente lícita del bien, así como para acreditar el origen
lícito del patrimonio usado para la adquisición del bien, por lo cual
acreditando su calidad queda exento de cualquier relación con quien se
encuentra involucrado en un proceso de extinción de dominio.

Fue así como la SAE, le arrendo a mi poderdante los inmuebles de
propiedad del Banco de Colombia, para su explotación comercial y le hizo
entrega de los mismos por ser tenedor de buena fe y no encontrase
inmerso en ninguna relación de carácter penal que le impida acceder a la
adquisición de bienes inmuebles, adjunto contrato de transacción entre el
depositario de la SAE y mi poderdante:







































































































































































6º.- La Sentencia C-327/20, nos ilustra muy claramente sobre el origén y las
consecuencias del enriquecimento ilícito:

El artículo 16 de la Ley 1708 de 2016 consagra un catálogo cerrado de
hipótesis en las que el Estado se encuentra habilitado para suprimir
definitivamente el derecho de propiedad de los particulares sobre
determinados bienes. En general, la disposición lo permite sobre dos
tipos de bienes: primero, sobre aquellos que tiene una relación de
conexidad, directa e inmediata, o indirecta y mediata, con las
actividades ilícitas, y segundo, sobre aquellos que, sin tener esta
relación de conexidad, ni siquiera indirecta pertenecen o han
pertenecido a los mismos sujetos que se han lucrado o beneficiado de
las actividades ilícitas.
(…) su fundamento material es el enriquecimiento ilícito, el perjuicio al
Tesoro Público y el deterioro grave de la moral social. Por lo anterior,
la facultad persecutoria debe tener como sustrato estos tres resultados
que, por atentar gravemente contra los bienes fundamentales de la
organización social, constituyen el eje estructural y el referente objetivo
de esta figura. De este modo, en principio la acción se proyecta sobre
todos aquellos activos a través de los cuales se materializan las
actividades ilícitas, el daño provocado al Tesoro Público, y la
afectación a la moral social.

(…) una comprensión adecuada del artículo 34 de la Carta Política lleva
a concluir que la extinción del dominio allí prevista se orienta a suprimir
el provecho patrimonial que se haya derivado de las actividades allí
enunciadas. De este modo, si bien, en principio, la disposición alude a la
extinción de dominio sobre los bienes adquiridos en las condiciones allí
señaladas, lo que denota el carácter real de la acción, no es menos cierto
que, en cuanto que la extinción opera en virtud del provecho ilícito que
se materializa en un determinado patrimonio, no es contrario a la
Constitución que la facultad persecutoria a la que se refiere el precepto
constitucional se predique, no exclusivamente de los bienes ilícitos como
tal, esto es, de aquellos que son producto directo o indirecto de una
actividad contraria al ordenamiento jurídico, sino que pueda extenderse
a otros que pese a tener origen lícito, hacen parte del patrimonio que se
ha visto incrementado par las actividades ilícitas. De este modo, como
quiera que el enriquecimiento hace alusión al incremento patrimonial de
las personas, el corolario necesario de lo anterior es que no resulta



contrario al ordenamiento constitucional que, de manera subsidiaria, la
acción se dirija contra los activos adquiridos lícitamente y con
destinación lícita, pero que integran el patrimonio de quien se ha
enriquecido ilícitamente, y hasta por el monto de dicho incremento
patrimonial ilegítimo.

7º.- La Ley 1708 de 2014, en su artículo 41, trata la conexidad, por lo cual la
Fiscalía podrá acumular en una misma investigación distintos bienes,
cuando se constate el factor de

1. Cuando los bienes aparentemente pertenezcan a una misma
persona, al mismo núcleo familiar o al mismo grupo empresarial o
societario.

8º.- Lo anterior conlleva a que el Banco de Colombia tiene a su libre disposición
los bienes inmuebles incursos dentro de este proceso de restitución y no
puede verse afectado, por conductas de personas que han querido a través
de una institución lograr objetivos diferentes a su persecución de que es
objeto

además, si se sabe que el bien tiene origen lícito ¿cómo reprocharle a un
nuevo adquirente esta situación y afectarlo en su patrimonio?, como es el
caso de mi poderdante señor Gustavo Zafra Reyes.

PETICIONES

De manera respetuosa señor Juez, le solicito decretar la nulidad del Auto recurrido
y se dé tramite a lo solicitado en el memorial previo a su pronunciamiento para que
mi poderdante y el suscrito, sean reconocidos dentro del proceso en comento.

Cordialmente

MILTON REYES REYES
C.C.No. 19070819 de Bogotá
T.P.No. 329806 del C.S.J-
Móvil: 3108752710
Email: mireyrey@hotmail.com



.


